
Pocos aspectos del Derecho Internacional apasionan tanto a los 
estudiosos de la época actual como el relativo al régimen Jurídico 
del mar, y es que sr bien los principios clásicos, respaldados por una 
tradición de siglos, son ardientemente defendidos por ilustres trata· 
distas y por las grandes potencias navieras, ha surgido recientemente 
una corriente poderosa cuyos caudales están impulsando el derecho 
marítimo hacia nuevos cauces, más acordes con las necesidades del 
momento y los intereses de los pueblos, corriente jurídica fundada 
en razones oceanográficas, geológicas, militares y principalmente 
económicas, que ha puesto en entredicho y amenaza con demoler ins- 
tituciones y principios venerables, considerados hasta hace poco tiempo 
como axiomas, pero que están siendo superados por la propia natura· 
leza de las cosas. 

En efecto, la teoría de la libertad de los mares, tenida tradicio- 
nalmente como una doctrina sacrosanta, invulnerable, de validez plena, 
está siendo discutida debido a que dio origen a una serie de abusos. 
Por otra parte, las concepciones clásicas sobre la extensión del mar 
territorial, están siendo revisadas, entre otras causas, a la luz de las 
necesidades actuales de seguridad y defensa, y el derecho absoluto 
y exagerado de la comunidad internacional a la pesca, está encontrando 
el freno de la técnica y la economía que abogan por la conservación 
de los recursos naturales e ictiológicos del mar. 

Las fuerzas tradicionales y modernas del derecho marítimo se 
encuentran indudablemente en pugna y los intereses de las potencias 
pesqueras y del Estado ribereño están en franca y abierta oposición. 
Es de esperarse que de ese choque violento de fuerzas han de surgir 
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normas válidas de aceptación general, que respetando las justificadas 
pretensiones de la comunidad internacional a la Iihie navegación pací· 
fica, a la pesca, a la colocación de cables submarinos y al sobrevuelo 
en las aguas terntoriales, reconozcan los derechos del Estado costero 
al n1e3or aprovechamiento y utilización de los recursos del mar en 
beneficio de sus poblaciones. Pero lo que en verdad ha revolucionado 
el derecho marítimo, enriqueciéndolo al mismo tiempo, es la teoi ía 
del zócalo continental, cuyo desenvolvimiento se ha realizado primor· 
dialmente en los 'últimos lustros en la América Latma. 

Dos son los problemas principales que se encuentran sobre el 
tapete de la discusión: el de la naturaleza de los derechos del Estado 
sobt e el mar teri itoi ial y el de la extensión de dicho espacio mai itimo. 
Peto lo que verdaderamente debe ser el punto medular de la polémica, 
pues es el que entraña la mayor importancia desde el ángulo eco- 
nómico, es el de la conservación y explotación de los recursos del 
mar y de la plataforma submarina. 

El tema de la natmaleza jui ídrca del mar ha sido analizado 
desde distintos puntos de vista a través de la historia, habiéndose 
presentado diversas teorías al respecto. En la antigüedad el mar era 
considerado como "res uruus", es decir, como algo que podía ser 
objeto de pe1 tenencia de parte de los Estados. Así algunas cmdades 
italianas alegaron domimo sobre la inmensidad de las aguas que ba- 
ñaban sus costas, algunas veces hasta distancias de cien millas, y es 
muy conocido el hecho de que mientras Génova proclamaba sus dere- 
chos exclusivos sobre el Ma1 de Liguna, Venecia sostenía que tenía 
un derecho de propiedad sobre el Adriático, por haber recibido el Dux 
de manos del Papa Alejandro III un anillo de 010, símbolo de sobe· 
ranía sobre dichas aguas. Posteriormente se estimó que el mar era 
"res nullius" y que, al no pertenecer micialmente a ningún país, podía 
ser adqumdo por ocupación, y más tarde se llegó a sostener que el 
mar era "res communis", es decir, una especie de propiedad en común 
de todos los pueblos de la tierra. 

Esta última tesis, originada en las obras de los sabios españoles 
Fi ancisco de Vitoua y Femando Vásquez de Menchaca, fue desarro- 
Hada magistralmente por Hugo Grocio, con su lógico corolario de la 
Iibeitad de los mares, que de allí en adelante, hasta hace pocos años, 
fue la norma rectora del derecho internacional del mar. El Jurista 
holandés Francois, miembro de la Comisión de Derecho Internacional 
de las Naciones Unidas, ha concretado perfectamente los dos aigu- 
mentos fundamentales de esta tesis, así: "lo que no puede ser oh Jeto 
de ocupación exclusiva no puede convertirse en objeto de propiedad 
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o de dommio, po1que toda propiedad y todo dominio nacen de la 
ocupación" y "todo lo que ha sido establecido poi la naturaleza en 
una condición tal que el uso que de ello se haga por una pe1sona deje, 
sin embargo, intacta la posibilidad de uso por otra, debe permanecer 
por siempre en esta condición". Es cierto que desde que la doctrina 
del "mare Iiberum" fue enunciada, hubo refutaciones dignas de to- 
marse en cuenta, como la del jurista inglés Juan Selden, pe10 la rea- 
lidad es que el principio adquirió los caracteres de un verdadero dog- 
ma, de aceptación casi universal. 

Las tendencias modernas, sm embargo, se han atrevido a des- 
cartar el criteno de que el mat sea "res umus, nullius o communis" 
y a favorecer la idea de que considerándose éste dividido en dos es- 
pactos principales, el alta mar y el mar territorial, los Estados tienen 
sobre el primero una especie de usufructo en común, sin derecho de 
abuso, y sobre el segundo, derechos exclusivos: de jurisdicción y 
control para algunos, y de plena soberanía, para otros. 

Para nosotros el problema de la naturaleza Jurídica del alta 
mar no presenta gran rmportancra, ya que las naves de todas las na- 
cionalidades gozan del derecho de surcar libremente los mares y 
océanos. Acaso el único aspecto relevante, y cuyo estudio todavía no 
se ha ahondado, es el referente al abuso de dicho derecho, el cual se 
ha intentado traer a cuento con motivo de los experimentos con bombas 
atómicas en el centro del Océano Pacífico, aunque en nuestra opinión 
el problema debería analizarse en su mtegrrdad, es decir, incluyendo 
el posible abuso que pudiera haber en el propio dominio terrestre, 
con las explosiones que se realizan en las estepas y tundras siberianas, 
las cuales podrían ser perjudiciales a la salud del género humano. 

Lo que sí es importante en la actualidad, pues es lo que ha 
dividido a los autores en dos bandos principales, es el problema de 
la naturaleza Jurídica del mar territorial. Antes de entrar en materia 
se hace necesario definir dichos términos. Nosotros entendemos poi 
mar territorial aquella parte del territoi io de un Estado, sobre cuya 
extensión todavía no hay un criterio aceptado, pues varía desde tres 
a doscientas millas marmas, y que está constituida por la fianja o 
espacio de agua que baña sus costas y sobre la cual el Estado ejerce 
la misma soberanía que sobre la tierra firme. 

Al dar la anterior definición, damos también por aceptada la 
teoría que considera que el mar territorial es smónimo de territorio 
marítimo y que el Estado ejerce soberanía sobre el mismo, pues la 
tendencia a dividir dicho territorio en mar terrrtoríal y "zona conti- 
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gua", ejerciéndose derechos soberanos sólo sobre el primer espacio 
marítimo, en tanto que sobre el segundo únicamente ciertos derechos 
jurisdiccionales de vigilancia, nos pa1ece a nosotros un poco alejada 
de la lógica. Un Estado ejerce sobre todo su territorio soberanía plena, 
sin más restricciones que aquéllas que el Derecho Internacional señala 
para la convivencia pacífica y el respeto mutuo enn e las naciones, 
y que, como hemos visto en lo referente al territorio marítimo, con- 
sisten en el Iiln e tránsito inofensivo, la pesca y los otros derechos 
mencionados, sujetos, naturalmente, a disposiciones convenientes sobre 
seguridad, sanidad y conservación de recursos. 

Como ya hemos expresado, la doctrma se ha dividido en dos 
g1 upos al analizar la naturaleza juridica del mar territorial. Para 
un importante sector de opinión, entre cuyos mtegrantes debe men- 
cionaise a Fauchille y a von Liszt, por ser de los más ilustres, el mai 
teu itcrial es una sección del mar libre y no del territorio estatal, 
sobre el cual se ejerce apenas lo que el último llama una "supremacía 
territorial limitada" o lo que el primero denomina un simple "derecho 
de conservación". 

Sánchez de Bustamante critica con acierto la teoría del autor 
francés y agrega que "el Estado no conserva el mar territorial sino 
porque es un derecho suyo, y en manera alguna como medio de salvar, 
asegurar o defender otros. Conserva el mar territorial po1que lo 
tiene. . . y lo tiene porque lo necesita y porque no daña teniéndolo 
nmgún otio interés legítimo". 

Otro de los comentaristas que mega los derechos soberanos de 
los Estados sobre el espacio marítimo citado es La Pradelle, quien 
afirma que el mar, en su plenitud, es "res communis", y que los 
Estados sólo disfrutan de "servidumbres costeras", sobre el mar cer- 
cano a sus riberas, con el fin de proteger vitales intereses nacionales. 
Este punto de vista nos parece inaceptable, puesto que la teoría del 
mar como "res communis" ha sido rechazada y superada por la cr ítica 
actual, en que, en forma más o menos amplía, se reconoce el "interés 
especial" (nosotros prefeririamos llamarlo "derecho") del Estado 
ribereño sobre dicho espacio marítimo, y en que se considera que el 
alta mar es la parte que sale de los límites exteriores del territorio 
marítimo. 

Podemos decir, en síntesis, que el mar territorial forma parte del 
territorio de los Estados, algunos de los cuales, El Salvador entre ellos, 
lo han declarado así en sus Constituciones Políticas. 

Como consideración final sobre la naturaleza Jurídica del mar 
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territorial nos referiremos a la afirmación hecha por algunos inter- 
nacionalistas, entre los que se cuenta Drinot Delgado, de que el dere- 
cho de soberanía sobre la mencionada zona marina sufre limitaciones 
especiales que son mayores que las impuestas al ejercicio de ese mismo 
derecho en el dominio terrestre, como la que se deduce de la facultad 
que tienen las naves de cualquier bandera de transitar pacíficamente 
sobre ella. 

A nosotros nos parece que esa facultad concedida a los buques 
no constituye en lo más mínimo una limitación al ejercicio de la sobe- 
ranía, pues han sido los mismos Estados los que han declarado el 
derecho de paso inofensivo de las naves, en forma parecida, para 
citar un ejemplo, a la declaración que la mayoría de ellos han hecho 
de que los extranjeros gozan, en su territorio, de los mismos derechos 
civiles que los nacionales, sin que por esto se deduzca que la soberanía 
del Estado declarante sufra merma o restricción en modo alguno. Tan 
no es una limitación a que se sujetan los Estados la de respetar y 
permitir el tránsito normal de buques, que son éllos los que pueden, 
por medio de disposiciones de carácter sanitario o de segundad pú- 
blica, limitar el tránsito de las embarcaciones a ciertas zonas o a 
ciertas épocas. 

Es indudable que la teoría de la naturaleza jurídica del mar 
territorial, sobre la cual existen tan diversas opiniones, está sufriendo 
en la actualidad una revisión a fondo que inevitablemente tendrá que 
modificar las doctrinas tradicionales. Y es que el problema está tras- 
cendiendo el aspecto estrictamente jurídico, por contener elementos 
políticos y económicos que no pueden pasarse por alto y cuyo impacto 
es verdaderamente decisivo. Si analizamos la historia, nos daremos 
cuenta que son los intereses de tipo político o económico los que han 
determinado la posición de los distintos Estados para reconocer o 
limitar la absoluta libertad de los mares. En efecto, fueron esos inte- 
reses los que motivaron a Grocio a propugnar una libertad irrestricta, 
para favorecer a la pujante marina mercante holandesa. lntereses 
contrapuestos indujeron al inglés Selden a: abogar por el principio 
contrario, y esos mismos intereses, los que determinaron a Inglaterra, 
ya señora de los mares, a cambiar posteriormente' de posición y apoyar 
las ideas de Grocio. 

Es con base en lo anterior que creemos, al igual que el eminente 
autor cubano Sánchez de Bustamante, que "la legislación positiva y 
los tratados internacionales surgen habitualmente como efecto y no 
como causa de determinados accidentes o fenómenos de la vida social" 
y que, consecuentemente, "ningún país ha concebido a priori, como 
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una necesidad o como una ventaja futura, la regla en cuya virtud 
deba perteneeerle una parte cualquiera del mar que baña sus costas, 
sino que los hechos han exigido que lo domine o lo reclame, y al 
compás de ellos han ido creciendo o dismmuyendo su extensión, su 
utilidad o su empleo". 

Y esto nos trae al problema de la extensión del mar territorial, 
el cual es objeto ahora de la más apasionante polémica, debido a las 
pretensiones, sin duda muy ambiciosas, <le varios países Iatinoameri- 
canos, cansados ya de la explotación armcientífica y antieconómica 
que de los recursos rctiológicos hacían las flotas pesqueras de las 
grandes potencias, sin obtener el menor beneficio económico y poniendo 
en ciertos casos en peligro la seguridad nacional. 

La regla clásica de las tres millas marinas como extensión del 
mar territorial, determinada por Bynkershoeek y Galiani, conforme a 
la máxima distancia alcanzada por el tii o del cañón de su época, obtuvo 
durante varios siglos general aceptación. Pero dicha regla comenzó 
a tener excepciones a granel, al grado de que en la actualidad existe 
una verdadera anarquía en el señalamiento del Iinnte exterior del 
mar territorial, pues algunos Estados, de acuerdo con la naturaleza 
peculiar de sus costas o al ritmo de sus necesidades, han adoptado 
un límite distinto, que va desde las tres millas citadas hasta las tres· 
cientas que, a título de zona de seguridad y no de mar territoual, 
establecieron las repúblicas americanas durante la segunda guerra 
mundial, a propuesta de los Estados Unidos. Citaremos algunos ejem· 
plos: Finlandia y Suecia lo han ampliado a cuatro millas, en tanto 
que Francia, Italia y Portugal lo han extendido a seis, y la. Unión 
Soviética, a doce millas. Un Estado de la Unión Federal. Louisiana, 
lo ha señalado en 27 millas, y Chile, que lo .ha concretado en 50 ki- 
lómetros, para fines aduanales lo ha extendido ll 100 kilómetros, y 
con el propósito de explotar los recursos del mar y del zócalo conti- 
nental, en fecha posterior ha hecho una declaración gubernativa por 
la que proclama su soberanía hasta una distancia de. 200 millas ma- 
i inas, en forma parecida a como lo .han hecho Ecuador y Perú; y 
finalmente El Salvador en su Carta Fundamental. Y Argentina, que 
en ciertas partes tiene un zócalo que se extiende más allá de esas 
doscientas.millas y que reclama derechos, sobre las a,guas que lo cubren, 
favorece nann almente una distancia mayor. 

De los datos citados .se deduce, como se ha dicho anteriormente, 
que existe una especie de anarquía jurídica Intemscional sobre la 
extensión del mar tert itorial, pero de éllos también se advierte que 
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hay un marcado interés en muchos Estados, aun en algunos de los 
que defienden la vigencia absoluta del principio de la Iihei tad oceánica, 
por ampliar sus aguas territoriáles. 

Esa ampliación la han llevado a cabo algunos de éllos por medio 
de la noción de "zona contigua", cuyo origen explica Azcárraga en 
la .síguiente forma. "Para que no fuese tan marcado e mcluso tan 
lnuseo el paso del mar ter rrtorial al alta mar, pese a que en la 
superficie de las aguas malinas no se advierte fácilmente en donde 
pueden estar los límites de competencias determinadas, no sólo en 
la' mente de los juristas aislados, sino 'en la de los gobernantes, surgió 
hace ya algún tiempo una zona marítima transicíonal o intermedia, 
conocida por la expr esión de "zona del alta mar contigua a las aguas 
terrrtoriales", o más abi evrada, y generalmente, "zona contigua". 

D.ehe manifestarse que el distinguido tratadista español citado 
pertenece a la escuela que aboga poi una amplia libertad de los mares, 
limitada naturalmente poi algunas concepciones modernas de las que 
en parte es él originador, pero que, en nuestra opinión, la zona con· 
tigua debería haberse defimdo como una ampliación del mar ten itorial 
y no como una disminución del alta mar. 

Uno de los más eminentes autores de Derecho Mai ínmo, Gilbeit 
Gidel, ha hecho un estudio bastante completo del mar territorial y 
de la - zona contigua, y llama al primer espacio marítimo "zona de 
la mtegrrdad de las competencias del Estado ribereño" y al segundo, 
"zona de las competencias fragmentarias y especializadas". Este autor 
sostiene que las competencias ejercidas por un Estado sólo producen 
consecuencias jui ídrcas si son reconocidas por los otros Estados, en 
virtud de pactos obligatorios o por constituir principios del Derecho 
Internacional. Con todo respeto por tan autorizada opinión, estimamos 
que la · institución de la zona contigua, sobre todo en aquellos países 
que han proclamado un mar territorial reducido, tiene por base nece- 
sidades nacionales y no puede estar sujeta al reconocimiento de otros 
Estados. A este respecto, nos parece oportuno citar la opinión de 
Sánchez de Bustamante, quien es rotundo en su argumentación. Dice 
así: "ninguna nación puede constituirse legítimamente en juez y sobe· 
rana de otra, para negarse a reconocerle "en el mar o en la tierra 
firme el ejercicio legítimo y necesario-de su autoridad. Es segmo que 
un Estado que tenga tres millas como límite de su mar territorial y 
que se niegue a reconocerle cuatro millas a otro, protestaría enérgi- 
camente si uno o más Estados se conformaran con dos millas y le no· 
tifiearan que no están dispuestos a aceptarle la tercera. Tanto más 

La Reglamentación Jurídica de los Espacios Marítimos 49 



tJue, en el orden histórico, la p1opia nación reclamante que desea 
unpone1 su voluntad como ley del mundo, habrá temdo en otras épocas 
pai a ese fin diferentes medidas legales". 

Crdel, en otra de sus obras, reconoce que la zona contigua no 
tiene fundamento rn en la idea de la cortesía internacional ni en la de 
la utilidad recíproca, smo que existe independientemente de esas ideas, 
con basamentos propios. En efecto, lo reducido de la franja de las 
tres millas ha obligado a muchos Estados a ampliar dicha zona hasta 
una distancia vauable, que muchos establecieron en doce millas, como 
anteuormente lo hizo El Salvador, "para objetos concernientes a la 
segundad del país y a la obsei vancia de las leyes fiscales". 

Conviene hacer notar que dos de los países que han protestado 
poi las declaraciones latínoamei icanas sobre el mar cercano a sus 
costas, Estados Unidos e Inglaterra, fueron de los primeros en alargar 
los límites de sus aguas jurisdiccionales, al suscribii , en 1924, un 
"Liquoi Treaty", que con el fin de evitar el contrabando de bebidas 
alcohólicas en tiempos de la "prohibición", estableció una zona de 
doce millas para que los guardacostas norteamencanos pudieran 
e1e1cei una estucta vigilancia. Otra vez más se puede apreciar que 
son los mtereses econónucos los que deciden la política de los países 
en cuanto a la extensión de los espacios mai ítunos, 

Reconocemos que no existe uniformidad de cntei io sobre la ex· 
tensión del mai tei ntorral, y que acaso los países latmoameucanos 
que afirman tener doscientas millas mannas de mar tei ntorial, como 
El Salvador, aunque gaiantizando al mismo tiempo los derechos de 
las naves de todos los países a la libre navegación, son demasiado 
ambiciosos. Naturalmente, éllos podi ían perfectamente aducir, en 
defensa de sus pretensiones, que temendo un zócalo continental muy 
pequeño, poi la teoi ía de la compensación necesitan un mar ternto- 
i ial extenso, sobre todo si se toma en cuenta que el argumento de una 
zona de segm idad hasta las trescientas millas malinas, pi opugnado 
por los Estados Unidos de Améuca para asegurar la defensa del 
continente amencano durante la última guerra mundial, tiene plena 
validez en una época de cohetes teledirigrdos y de submarinos de 
piopulsión atómica. Pero lo que sí afirmamos con vehemencia, por 
estar convencidos de ello, es que la regla de las tres millas es anti· 
cuada, está Lasada en razones superadas poi la técnica y la ciencia 
modernas y debe, en consecuencia, ser rechazada de plano. Por ello 
compartimos el cuteno del Consejo Interamericano de Jurisconsultos, 
que en su reunión de México, en foi ma clara y fíi me, declai ó que 
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"la extensión de hes millas pa1a delimitar el mar territorial es sufí- 
ciente y no constituye una norma general de Derecho Internacional" 
y que, por lo tanto, "se justifica la ampliación de la zona de mar 
tradicionalmente llamada mar territorial", 

La declaración del Consejo mencionado, que es el órgano jurídico 
del sistema mteramericano, de indudable fuerza moral en materia de 
doctrina, fue luego ratificada, en términos similares, por la Reunión 
del Instituto Hispano-Luso-Americano-Filipino de Derecho Interna· 
cional, celebrada hace pocos meses en la ciudad de Quito, Ecuador. 
Pero hay algo más, y es que la propia Corte Internacional de Justicia, 
integrada por Jueces muy ilustres pero apegados en su mayoría a las 
normas clásicas, en el reciente caso de pesquerías entre Inglaterra y 
Noruega, emitió un fallo que, al reconocer que el método seguido por 
este último país para delimitar una zona de pesque1 ías reservada 
únicamente a ciudadanos noruegos no es contrario al Derecho Inter- 
nacional, como lo sostenía la demanda inglesa, dio su aprobación irn- 
plícita a la existencia de un mar territorial mayor de las hes millas 
tradicionales. 

Además, la tesis de los miembros del Consejo Interamericano de 
Jurisconsulto, es aún más amplia, pues reconoció la competencia de 
cada Estado para "fijar su mar territorial hasta límites razonables, 
atendiendo a factores geográficos, geológicos y biológicos, así como 
a las necesidades económicas de su población y a su seguridad y 
defensa". 

Nosotros estamos de acuerdo con el criterio anteriormente expues· 
to, pues es innegable que, debido principalmente a los adelantos 
científicos y militares de la época actual, la distancia de las tres millas 
es maceptable e insuficiente, a' lo que hay que agregar, como bien lo 
ha dicho la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas, 
que contra viento y marea se sigue aferrando a la extensión clásica, 
que "la práctica internacional no es uniforme por lo que respecta a 
la limitación del mar territorial a tres millas", 

Simultáneamente a la discusión sobre la naturaleza jurídica y la 
extensión del mar territorial se ha planteado el problema de los dere- 
chos de los Estados sobre el zócalo continental e insular, sobre todo 
a raíz de las declaraciones de varios países latinoamericanos que 
pretenden ejercer soberanía sobre dicha plataforma submarma. 

Entendemos por zócalo continental aquella especie de meseta 
submarina, sobre la que descansan los territorios continentales e insu- 
Iares, y que, al extenderse hacia el alta mar, va descendiendo suave 
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y paulatinamente hasta llegar a un borde, situado a una profundidad 
media de 200 metros, en donde ocurre un hundimiento brusco y p10- 
nunciado, que es- donde comienza el área submarina conocida por talud 
continental. Según los hombres de ciencia, el zócalo es una continua- 
ción geológica de la tierra fome 1que se prolonga hacia el mar, y por 
ende, una parte del territorio nacional de los Estados, pues como dice 
el argentino Ruelas, uno de los precursores de la teoría, la cornisa 
continental "pertenece a la nación porque de sus montañas, de su te· 
uitono en general, han arrancado las aguas conientes los ricos ma- 
teriales de que están formados los depósitos terrigenos que cubren 
la zona litoral de la plataforma o cornisa". 

La integración geológica de la berra firme y el zócalo, poi una 
parte, la riqueza mineral y de hidrocarburos contenida en su seno, 
por otra, y el hecho de que dicha plataforma probablemente se ha 
formado con los materiales provenientes del contmente o isla ( existen 
vanas teoi ías de carácter científico sobre la formación de dicha meseta 
submarina), han determinado a numerosos Estados a declarar la exis- 
tencia de derechos soberanos o jurisdiccionales sobre esa profundidad 
marina. Las diversas declaraciones estatales-presidenciales, legisla- 
tivas y aun consntucionales-e-pretenden una serie de derechos, sobre 
los cuales no hay umformidad, pero que en lo general podrían divi- 
dirse entre aquéllos que únicamente sostienen la existencia de derechos 
de "jurisdicción y control", como los Estados Unidos de América, y 
los que mantienen que siendo el zócalo parte del territorro nacional, 
los derechos son de soberanía plena, como El Salvador. 

Nosotros nos inclinamos por la tesis que enseña que el zócalo 
continental ( territorio submarino), al igual que la tierra firme y el 
subsuelo ( territorio terresti e), el mar territorial ( territorio malino), 
el espacio aéreo ( territorio aéreo) y los ríos y lagos ( territorio fluvial 
y Iacusue} integran una sola unidad territorial, que constituye el 
elemento material del Estado sobre el cual éste ejerce soberanía. 
Creemos aun que las aguas epicontinentales también forman parte del 
territorio de un Estado, pues nos parece ilógico que se reconozcan 
derechos sobre la plataforma submarina y no sobre las aguas que la 
cubren. 

Es interesante mencionar el hecho de que en las reuniones intei · 
americanas se ha reconocido el derecho del Estado ribereño sobre su 
zócalo continental. Así la Conferencia sobre Preservación de los Re- 
cursos Naturales: Plataforma Submarina y Aguas de Mar, celebrada 
en Ciudad Trujillo, República Dominicana, en marzo de 1956, declaró 
que dichas áreas submarinas "pertenecen exclusivamente ( al Estado 
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costero) y están sujetos a su jmisdiccíón y control", No comprendemos 
por qué se sigue hablando de "jurisdicción y control" cuando por otra 
parte se expresa que el zócalo "pertenece exclusivamente" al Estado. 
Sería conveniente que los juristas dejaran a un lado las cuestiones de 
semántica, y sin artificios de palabras, de una vez por todas, se deci- 
dieran a declarar que sobre el zócalo continental o insular los Estados 
ejercen derechos soberanos. La misma crítica podría hacerse a la 
famosa Declaración del Presidente T1 uman, hecha el 28 · de septiembre 
de 1945, que es la piedra angular de la teoría del zócalo continental, 
la cual considera los recursos naturales del mismo "como pertenecientes 
a los Estados Unidos y sujetos a su jurisdicción y control". A nuestro 
modesto modo de ver esto es un contrasentido, ya que alegando los 
Estados Unidos sólo esa clase de derechos, y no soberanía, no se 
comprende cómo se puede sostener al mismo tiempo que los recursos 
de la plataforma le pertenecen, puesto que el dominio territorial es 
un atributo de la soberanía y no de derechos lmntados como los que 
se mencionan. La incongruencia es manifiesta, máxime si se toma en 
cuenta que los Estados Unidos han presentado sendas protestas a los 
países latinoamericanos que, en puridad de verdad y sin vaguedades 
idiomáticas, lo que han hecho es proclamar derechos similares a los 
proclamados por el presidente norteamericano. Es en síntesis la apli- 
cación de dos criterios de acuerdo con las circunstancias, ya se sabe 
que la actitud de medir con dos varas distintas la misma cosa está 
reñida con las normas elementales del derecho y la equidad. 

Hemos dicho que la proclamación del Presidente Truman es la 
piedra angular de la teoría del zócalo continental, pero debemos 
agregar que no fue el origen de la misma, pues había ya antecedentes 
como el Tratado del Golfo de Paria, firmado entre Venezuela y el 
Reino Unido, y los estudios anteriores de los argentinos Capitán de 
Fragata Segundo Storni y doctor José León Suárez, quienes en 1916 
y 1918, respectivamente, pronunciaron conferencias sobre las zonas 
submarinas contiguas a las costas. Es justo mencionar aquí que simul- 
táneamente al estudio del Capitán Storni, en 1916, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores de El Salvador, al presentar ante la Co11e de 
Justicia Centroamericana una demanda contra el Gobierno de Nicai a- 
gua por la firma de un Tratado canaleto que afectaba sus derechos 
de condominio sobre el Golfo de Fonseca, para justificar el hecho de 
que dicho Golfo es una bahía histórica con caracteres de mar cenado, 
declaró que al medirse la distancia entre los dos promontot ios del 
Golfo, la cual aparentemente era mayor de las diez o doce millas 
consideradas como abertura máxima para que una bahía fuera tenida 
como territorial o cerrada, debía tomarse en cuenta la prolongación 
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submarina de dichos promontor ios y una cadena de islas situadas entre 
ellos, es decir, que la línea "ínter fauces terrae" debía ser acortada, 
por existir "bancos de arena o farallones, que forman una prolonga­ 
ción del territorio nicaragüense y reducen en realidad la extensión 
de esa entrada a una cantidad de millas mucho menor". 

La tesis del Gobierno de El Salvador expuesta ante la Coite de 
Justicia Centroamericana, el primer tribunal permanente de alcances 
mternacionales que existió en el mundo, debe en consecuencia consi- 
derarse como un valioso antecedente de la teoría del zócalo conti- 
nental. 

Sintetizando lo anterior, podemos decn que no existe unifoumdad 
de critez io m sobre la naturaleza de los derechos sobre el mar teri i- 
tonal ni sobre la extensión del mismo, y es que es difícil que por 
ahora se pueda llegar a esa uniformidad debido a la transformación 
que está sufriendo el derecho marítimo por los avances de la ciencia 
contemporánea. 

Pretender encontrar un acuerdo internacional sobre estos proble- 
mas, como con tanto celo aunque con un criterio tan unilateral lo está 
haciendo la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas, 
es en nuestra opinión arar poi de pronto en el mar, pues pocas cues- 
tiones jur idrcas presentan tanta diversidad de criterios y tanta gama 
de pretensiones estatales, como las referentes a la naturaleza del dere- 
cho y a las fronteras exteriores del mai territorial. Ya lo ha dicho el 
Juez chileno Alejandro Alvarez, en su luminoso voto de minoría en 
el caso anglo-noruego referido, "teniendo en consideración la gran 
variedad de condiciones geográficas y económicas, no podría estable- 
cei se una regla uniforme de derecho internacional respecto a la ex- 
tensión del mar territoual". Y es que ¿éómo podrían suscribir una 
convención internacional que señalara un límite menor de las doscien- 
tas millas marinas aquellos países que por disposiciones de su Cons- 
titución Política consideran como parte de su terrítorro el mayor adya- 
cente a sus costas hasta dicho límite? Reconocemos que es sumamente 
difícil que un Estado pueda 1mpone1 a otro su criterio, y dentro de la 
anarquía intemacional que sobre la materia existe, creemos que taro· 
poco éste podi ía arbítrarramente hacerlo desistir de su pretensión. 

Pero hay un campo amplísimo en el que los Estados y la Co- 
misión citada podrían encontrar fórmulas de aceptación general: 
el de la conveniente conservación y la adecuada explotación de los 
recursos marmos y submarinos, máxime ahora que se ha llegado a 
demostrar que dichos recursos no son inagotables, sino que, al rnmo 
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de la forma científica o meonveniente de su aprovechamiento, se 
conservan o perecen. Y este es el campo que verdaderamente entraña 
importancia económica, sobre el que todos los países civilizados esta· 
rían dispuestos a encontrar fórmulas precisas y permanentes, siempre 
y cuando se procediera con un criterio estrictamente equitativo. 

Nosotros creemos que se debe regular la conservación y aprove- 
chamiento de los recursos naturales e ictiológicos, respetando los inte- 
1 eses de la comunidad internacional y sin desechar los derechos e 
intereses superiores del Estado costero. 

NaÚualmente el problema es delicado y complejo, pues debido a 
que a través de siglos se han irrespetado los derechos del Estado ribe- 
reño, habiendo ejercido las potencias pesqueras un marcado "abus 
de droit", los países de pequeño desarrollo naviero, que necesitan 
mejorar la dieta alimenticia de sus poblaciones con proteínas obtenidas 
del pescado y lograr la me1or utilización de la riqueza mineral y de 
hidrocarburos contenida en la plataforma, ven con recelo toda ten- 
dencia a reglamentar internacionalmente estas cuestiones. Por otra 
parte, existen algunos puntos de gian importancia económica, sobre 
los que también es difícil por ahora suscribir un acuerdo, pues aunque 
han sido resueltos por una mayoría sustancial de votos en algunas 
reuniones internacionales, como en las de México y Ciudad Trujillo 
mencionadas, los países que se sienten perjudicados con dichas reso- 
luciones se han negado a darles su aprobación. Así tenemos el caso 
de las especies bentónicas, como el carnazón, que tienen gran demanda 
en el mercado mundial, y que por vivir "en constante relación física 
y biológica con la plataforma", deberían pertenecer exclusivamente 
al Estado ribereño, lo cual no ha sido reconocido por aquellas poten- 
cias que han hecho un negocio muy lucrativo de la pesca de dichas 
especies en bancos situados en el territorio submarino de otros países. 

-Otro punto serio de divergencia es el relacionado con el dominio 
de la riqueza ictiológica, la cual se asegura que estando en relación 
directa con las aguas y no con el zócalo, no debe estar sujeta al dominio 
del Estado ribereño, en tanto que la riqueza mineral y petrolífera, 
contenida en la citada área submarina, sí debe pertenecer exclusiva- 
mente a dicho Estado. Para los que creemos que las aguas epiconti- 
nentales no son aguas de alta mar, sino que forman parte de la unidad 
territorial estatal, dicho punto de vista es inaceptable, ya que en 
nuestro criterio los recursos todos constituyen el patrimonio nacional, 
aunque los otros países puedan también explotarlos, naturalmente con 
la anuencia del Estado costero y dentro de normas convenientes de 
conservación de los mismos. 
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El anterior trabajo fue enviado, pot medio de nuestro recordado 
mternacionalista doctor J. Gustavo Guerrero, al Comité Orgaruzador 
del Quinto Congreso Internacional de Derecho Comparado, a fines 
del año 1957. Pocos meses más tarde tuvo lugar en Cinebra, Suiza, 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, a 
la cual nos tocó asistir en representación de El Salvador. 

Hemos creído conveniente hacer un análisis, aunque sea breve- 
mente, de los resultados de dicha Conferencia, a la luz de las ideas 
expuestas en nuestro estudio, para demostrar que, tal como lo había- 
mos previsto, no ha sido posible todavía armonizar los er itei ios sobre 
algunos aspectos fundamentales del Derecho Marítimo, debido a la 
magnitud de los mtereses económicos y políticos en juego. 

La Conferencia realizó' una labor muy plausible y aprobó una 
sene de resoluciones importantes, cuatro Convenciones y un Protocolo 
de Filma, pero pese al avance realizado en la solución de algunos 
problemas del régimen Jurídico del mar, no pudo encontrar un límite 
de aceptación general en cuanto al punto importantísimo de la exten- 
sión del maz terrrtorial. De las exposiciones de los distintos delegados 
y de los debates de la reunión se pudo comprobar que, aunque existe 
una evidente tendencia mayoritaria a ampliar los confines de dicho 
espacio marítimo más. allá de las tres míllas clásicas y se vislumbra 
una fórmula lejana de posible aceptación general, con base en una 
distancia aproximada de doce nnllas marinas, la anarquía interna- 
cional en esta materia es difícil de superar, ya que cada país trata 

POST SCRIPTUM 

La consei vación de los recursos constituye, según nuestro modesto 
entender, el campo en donde deben concentrarse los mayores esfuerzos 
de técnicos, intemacionalistas y hombres de buena voluntad, para 1e, 
solver los arduos problemas del régimen Jurídico del mar, que así 
como pudo haber sido el origen de la vida, puede también ser el 
principal sustento de la humamdad. Pero no deben olvidarse las otras 
cuestiones de difíml solución en la época p1 esente, pai a que, después 
de agotarse su estudio, en un plano de equidad y a la luz de los 
derechos del Estado ribereño y de los intereses de la comunidad de 
naciones, sean en el porvenir también cubiertos por el manto glorioso 
del Derecho Internacional, que como si confirmara la doctrina de 
Heráclito, está en un constante movimiento y cambio, siempre hacia 
adelante: en una peí petua tr ansformación de progreso, para lograr el 
rmperio de la Justicia. 
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de defender la posición que más favorece los intereses nacionales. 
Ast tenemos que en tanto Islandia, que vive casi exclusivamente de 
la explotación de la pesca, aboga por un mar territorial ancho que 
le permita aprovechar esa riqueza, el Remo Unido, que alega derechos 
"históricos" para pescar en aguas cercanas a las costas islandesas, 
propugna la fijación de una faja estrecha' de mar territorial. Por ello 
fue imposible encontrar una fórmula aceptable, ya que todas las pro- 
puestas presentadas no obtuvieron la mayoría requerida, y es de pres 
sumir que aunque se hubiera obtenido los votos necesarios pala apro- 
bar una determinada extensión del mar territorial, muchos países 
habrían hecho reservas al respecto. 

En cambio la Conferencia llegó fácilmente a conclusiones satis· 
factorías para todos los países en cuanto a la conveniencia de mejorar 
los sistemas de explotación de los recursos vivos del mar y de con; 
servar las especies. Este es un aspecto, como lo dijimos anteriormente, 
en que todos los miembros de la comunidad internacional tienen inte- 
reses similares, pues existe ya conciencia de que, con una explotación 
snticientífica, la riqueza ictiológica tiende a mermar y posiblemente 
a desaparecer por completo. 

Es también interesante mencionar el hecho de que la Conferencia 
reconoció la soberanía del Estado ·costero sobre la plataforma sub- 
marina, siguiendo en cierto sentido la corriente auspiciada por los 
países latinoamericanos en las reuniones especializadas de este Con- 
tinente. En efecto, la Convención sobre Plataforma Continental, en 
su artículo 2, dice: "El Estado ribereño ejerce derechos de soberanía 
sobre la plataforma continental a los efectos de su exploración y de 
la explotación de sus recursos naturales". Aunque nosotros' hubiéramos 
preferido un texto más claro y definitivo, que declarara que la plata- 
forma continental e insular forma· parte del territorio del Estado ribe- 
reño, consideramos que es un progreso sustancial el reconocimiento 
de que sobre el zócalo continental no se ejercen derechos de "juris- 
dicción y control" sino de soberanía. Por otra parte, también conviene 
recalcar que la Conferencia, gracias a las intervenciones de los repre· 
sentantes de países pequeños, aprobó una definición de plataforma 
continental mucho mejor que la que nosotros nos habíamos permitido 
dar en nuestro estudio. Y es que cuando nos tocó redactar el trabajo 
pnvaba en doctrina la tesis de la "profundidad" para definir ese 
espacio submarino, en tanto que en Ginebra se logró- la aceptación 
del criterio "explotabilidad" conjuntamente con el otro, Ahora la 
expresión "plataforma continental" designa: a ). el leoho del mar 
y el subsuelo de las zonas submarinas adyacentes a las costas ... hasta 
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una profundidad de 200 metros o, más allá de este límite, hasta donde 
la profundidad de las aguas suprayacentes permita la explotación de 
los recursos naturales de dichas zonas; b) el lecho del mar y el sub- 
suelo de las regiones submarinas análogas, adyacentes a las costas 
de las islas". Con base en esta nueva definición, para citar un ejemplo, 
Chile puede perfectamente explotar en forma exclusiva las minas de 
carbón que se encuentran en el fondo del mar cercano a sus costas 
a una profundidad mayor de los 200 metros, y que, conforme a la 
doctrina anterior, no formaban parte de la plataforma sino de la 
zona submarina conocida como "talud continental". 

Una tesis de nuestro estudio que aparentemente no cuenta con 
el respaldo de la mayoría de los países es el de que el mar epiconti- 
nental forma parte del territorio nacional del Estado ribereño, tal 
como lo habían sostemdo en diversos cónclaves internacionales los 
representantes de Argentina y Uruguay, que como es sabido, tienen 
una plataforma continental sumamente extensa, que a veces llega a 
cuatrocientas millas marinas de las costas. A nosotros nos paiece ilógi- 
co, dentro del concepto unitario de territorio que expusimos arriba, 
que se pueda ejercer soberanía sobre el lecho del mar y no sobre las 
aguas suprayacentes. En esto sigue privando la posición de las grandes 
potencias pesqueras, que desean la mayor libertad de pesca y temen 
restricciones en las aguas epicontinentales. 

En 1960 debe celebrarse una nueva Conferencia sobre el Deie- 
cho del Mar y se hacen esfuerzos por encontrar un sistema jurídico 
que, basado en la Justicia, armomce los intereses de la comunidad 
internacional con los del Estado costero. Es difícil predecir desde 
ahora si se hallarán las fórmulas adecuadas, aunque el camino se está 
limpiando de obstáculos con el reconocimiento de que los derechos 
(todavía se dice "intereses") del Estado ribereño sobre la riqueza 
pesqueia son superiores a los que pueda alegar cualquier otro país, y 
con la convicción internacional de que los recursos vivos del mar de- 
ben conservarse y explotarse técnicamente. ¿Podrá llegarse pronto al 
establecimiento de un límite de mar territorial que sea aceptado ge- 
neralmente? Parece que poco a poco, y pese a las grandes dificultades 
existentes, se está llegando a ello y que la distancia que cuenta con el 
mayor respaldo internacional es la de doce millas marinas. 

¿Si se aceptara el límite anterior, podría nuestro país, que cons- 
titucionalmente incluye como parte de su territorio el "mar adyacente 
hasta la distancia de doscientas millas marinas contadas desde la línea 
de la más baja marea", suscribir una convención internacional en 
que se fijara el máximo de doce millas como zona de mar territorial? 
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* Hay dos sentencias de la Corte Intet nacional en las que se sostiene la pruna­ 
cia del Derecho Internacional sobre el Derecho Constitucional. 

Creemos que ello depende en gran parte de la redacción de los artículos 
pertinentes de la mencionada convención, pues si bien, no sería posible, 
conforme a nuestro criterio, * aprobar una convención que limitara 
la distancia señalada en el texto constitucional, sin reformar previa- 
mente la Carta Magna, consideramos que sí podría El Salvador, en 
base a su soberanía, reglamentar el precepto constitucional, estable- 
ciendo una zona "exclusiva de pesca para los salvadoreños" hasta las 
doce millas, y creando espacios marítimos de "conservación de recin- 
sos", en donde privara una absoluta libertad de pesca y navegación, 
para el resto de nuestro amplio "mai adyacente". Esto no afectaría 
sustancialmente nuestra economía, ya que la inmensa mayoría de las 
especies marinas se encuentran dentro del área de las doce millas, 
y por otra parte, ya existe un reconocimiento de que el Estado costero 
ejerce derechos de soberanía sobre la plataforma contmental, que es 
en donde se encuentran las especies bentónicas, como el camarón, las 
cuales constituyen la riqueza ictiológica más valiosa. 

Este último punto, de gran importancia jurídica, debe ser objeto 
de un estudio posterior y es difícil adelantar un juicio sobre el par- 
ticular. Baste por el momento recordar lo que dijimos anteriormente 
en relación a la magnitud del problema, y es que si para algunos el 
mar fue el origen de la vida, bien puede ahora convertirse, con una 
JUSta reglamentación de los espacios marítimos, en el mayor sustento 
de la humanidad. 

La Reglamentación Jurídica de los Espacios Marítimos 59 


	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

